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Quien desconoce su historia está condenado a repetirla, es una sentencia que parece resumir el desarrollo del sistema educativo colombiano, en donde cada gobierno diseña políticas, mecanismos de control y procesos para la medición y el mejoramiento de la calidad educativa que desconoce procesos anteriores, en este sentido y para analizar desde diversas perspectivas el tema de los Exámenes de Calidad de la Educación Superior -Ecaes-, es necesario revisar lo que ha sido la historia de los procesos de evaluación y acreditación, no sólo en Colombia sino en América Latina, en donde a pesar de la amplia normatividad existente y el permanente control del Estado aún no se ha encontrado la respuesta última para que el sistema educativo nacional alcance la excelencia a la cual aspira.

Si se parte de considerar la educación como el espacio donde convergen todas las actividades y dinámicas sociales, inmediatamente se ingresa en un contexto que requiere ser estudiado en toda su complejidad, reconociendo los procesos históricos que le han dado origen y sus implicaciones en el ámbito social; de esta forma el tema de los Exámenes de Calidad de la Educación Superior -Ecaes​-, invita entonces  a reflexionar sobre la situación general de la educación superior universitaria en América Latina y de manera particular, los procesos de evaluación y acreditación realizados en Colombia; para lo cual resulta interesante revisar algunos aspectos trabajados por Claudio Rama
 quien establece, que desde la primera Reforma de la Educación Superior en esta región, generada a partir del movimiento de Córdoba en 1918, la calidad de la educación  no fue un eje central de la reforma, más bien  se dio por presupuesta. Las universidades existentes dirigieron su oferta a las élites y en este sentido desconocieron aspectos importantes para la cualificación de la educación y las necesidades de profesionales que los diversos países demandaban.

Con el paso del tiempo la oferta educativa aumentó y los hechos hasta ahora presupuestos, en torno a la calidad educativa se fueron relativizando, lo cual generó inquietudes por parte de los gobiernos frente a la necesidad de ejercer mayores controles; sin embargo para esta época las universidades públicas existentes habían ganado autonomía, entendida como la capacidad de decidir y evaluarse de acuerdo con sus propios criterios y no con los de otros, lo cual hizo que las universidades generaran mecanismos de resistencia frente al control gubernamental y diseñaran sus propias estrategias  de control interno.

Dentro de estos mecanismos se podían encontrar aspectos como la selección y evaluación de sus docentes, el diseño y aplicación de sus estatutos y escalafón y la formación que pretendían impartir.

Unido a esto surgen, otras variables como el aumento poblacional y con ello la masificación de las universidades, el gasto público paulatinamente se hizo insostenible, el desequilibrio entre la oferta y la demanda de profesionales y la irrupción de procesos políticos en los ámbitos educativos, hicieron necesaria una segunda Reforma Universitaria en América Latina.

Esta reforma fue un proceso que permitió el surgimiento de nuevas instituciones privadas y con ellas una heterogeneidad en la calidad de la educación superior. No existía, ni tampoco se pensó en la necesidad de diseñar un sistema de evaluación de la calidad, dando por hecho que los mismos estudiantes seleccionarían las mejores ofertas educativas, de acuerdo con la acogida que los egresados de una determinada institución tuvieran en el mercado laboral; sana creencia, que conllevó a pensar que la calidad podía medirse únicamente, a través de instrumentos legales, que nunca fueron objeto de acompañamiento por parte del estado.

En el marco anterior, lo previsto no coincidía con la realidad y pasado el tiempo los gobiernos de América Latina y el Caribe coincidieron en la necesidad de establecer sistemas nacionales de aseguramiento de la calidad en las instituciones de Educación Superior. Esta fase, que puede denominarse como tercera en la Reforma Universitaria, comenzó en la década de los 90 en donde aparecen otras variables como la globalización, las tecnologías de la Información y la comunicación y la necesidad de generar redes que permitieran el intercambio y la generación de conocimiento.

En lo que a Colombia se refiere, la Reforma Universitaria y los procesos de evaluación de la calidad pueden verse en tres momentos: 

· El primero ubicado antes de los años ochenta, en el cual el Estado adelanta una especie de evaluación externa de instituciones y programas académicos con el fin de otorgar su licencia de funcionamiento y reconocimiento legal. En 1954 - 1955 el Fondo Universitario Nacional - FUN y el Consejo Nacional de Rectores, condujeron procesos de acreditación soportados en un esquema de evaluación documental que no contrastaba lo escrito con la realidad institucional, en este sentido, más que hablar de una acreditación académica, podría pensarse en un tramite de índole estrictamente legal. En 1959 se expide el Decreto 0277 en donde se establecen las directrices a seguir para un proceso de Evaluación Institucional.

· Un segundo momento se da a partir del Decreto 80 de 1980, caracterizado por una búsqueda de control, en el que el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (ICFES), a tono con el mandato constitucional de "ejercer Suprema Inspección y Vigilancia" de la educación, retoma la iniciativa de la Asociación Colombiana de Universidades (ASCUN), de trabajar articuladamente en la construcción  de un sistema de inspección y vigilancia que articulara las inquietudes del Estado frente a la calidad de las instituciones y la autonomía y creatividad de las diferentes instituciones de Educación Superior consagrada en el Artículo 18 del Decreto 80 de 1980. Este proceso se desarrolló en dos etapas: 

· La primera, invitando a las universidades a ajustar su planeación y autoevaluación habituales o diseñarlos, en caso de no poseerlo, de acuerdo con criterios de calidad. Estos criterios debían incluir todos los aspectos de la universidad tanto al nivel de su oferta formal como de sus cursos no formales y uso de apoyos tecnológicos.

· Una segunda etapa, incluía la socialización de los procesos implementados en las diferentes instituciones, sin embargo algunos consideran, que tal experiencia no tuvo los resultados esperados ya que cada institución implementó los procesos de acuerdo con criterios y tiempos particulares, lo cual en el marco de un sistema de educación nacional no representó mayores avances. 

Revisada someramente la historia de los procesos de evaluación de la calidad en el país, cabe resaltar la experiencia de casi cincuenta años en materia de acreditación y la preocupación por mantener vías de concertación entre el Estado y las Instituciones de Educación Superior. 

Sin embargo, podría pensarse que pese a lo positivo que puedan resultar estos aspectos no lograron superar el tema de la autonomía universitaria entendida como independencia de la institución respecto del estado y no como la capacidad efectiva de las instituciones para ser en la práctica lo que en teoría dicen ser y por lo tanto autoridad moral para exigir independencia ante el Estado para cumplir con sus funciones propias. 

Por ello el predominio de la comprensión de la autonomía como algo "absoluto", sin responsabilidad social. Podría tratarse, quizá, de una actitud bastante legitimada, en el caso Colombiano, por las limitaciones de los organismos coordinadores del Estado, en este caso del ICFES, para cumplir con sus funciones de Ley. 

La apreciación general de las instituciones y de la comunidad académica desde entonces hasta hoy ha sido que el Estado, a pesar de ingentes esfuerzos, no fue eficiente en los esfuerzos realizados para cumplir con la función de inspección y vigilancia de le Educación Superior, ni para adelantar acciones de fomento de gran impacto en este nivel de la educación.
 

· De esta forma se da inicio a un tercer momento, correspondiente a la realidad actual, que involucra un marco normativo en el que se encuentran La Constitución Política de Colombia de 1991, Art. 27, 68, 69; la Ley 30 de 1992, en sus artículos 3, 53, 54 y 55; el Decreto 2904 de 1994, el Acuerdo 06 de 1995.

La revisión de estas reglamentaciones es conducente, en cuanto centra el presente análisis en el tema de la autonomía y la resistencia de las instituciones de educación superior frente al control: por un lado la Constitución Nacional de 1991 consagra la autonomía de las universidades y las demás instituciones de educación superior en lo que se refiere a su campo específico de acción, y por otra parte la ley 30 de 1992, establece un Sistema Nacional de Acreditación bajo la dirección del Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), creado por la misma ley "cuyo objetivo fundamental es garantizar a la sociedad que las instituciones que hacen parte del sistema cumplen con los más altos requisitos de calidad y que realizan sus propósitos y objetivos"
.

Mediante esta misma ley se crea el Consejo Nacional de Acreditación CNA que dependerá del CESU, cuyos miembros se encargarán de asesorar y acompañar a las diferentes instituciones en su proceso de autoevaluación institucional; el CNA está conformado por los docentes más calificados de las universidades del país, con la misión de generar las pautas para la evaluación de la calidad tanto en los programas ofrecidos como de las instituciones oferentes;  a su interior  surge el documento Estándares de Calidad y Procesos de Acreditación, donde se establecen los aspectos que deben tener en cuenta las instituciones para su autoevaluación institucional: recursos físicos (plantas piloto, laboratorios, espacios de práctica, salones, baños, zonas de recreación etc.), recursos Humanos (nivel de formación, experiencia, desarrollos investigativos, producción intelectual de los docentes), diseños curriculares (Planes de estudio, procesos de formación, evaluación, investigación, apoyo extracurricular)  y gestión administrativa (recursos asignados, eficiencia, eficacia, recursos para bienestar entre otros.

En este contexto surge y se dinamiza un movimiento al nivel de universidades e instituciones de educación superior, con el fin de generar modelos evaluativos que permitan dar cuenta de la calidad en las diferentes instituciones educativas. 

Visto así podría pensarse que este sistema de evaluación de la calidad supera la discusión entre control y autonomía tan discutida en los ámbitos académicos, puesto que más que el ejercicio del control es una forma de ofrecer asesoría y acompañamiento a las instituciones en sus procesos de evaluación y en este sentido no riñe con la autonomía universitaria y más bien se inscribe en la posibilidad del Estado de contribuir a la cualificación del sistema de educación nacional.

En este proceso de cambio, a nivel del control gubernamental, surge el Decreto 2566 de 2003, donde además de retomar los aspectos ya enunciados (estándares de Calidad de la Educación Superior), se establece la necesidad de trabajar por competencias y créditos académicos, buscando alcanzar mayores niveles de desempeño, flexibilidad y movilidad académica y el Decreto 1781 de 2003 en donde se reglamentan los Exámenes de Calidad de la Educación Superior -ECAES-.

El Decreto 1781 reglamenta los Exámenes de Calidad de la Educación Superior, como pruebas académicas de carácter oficial y obligatorio que, junto con otros procesos y acciones, forman parte de un conjunto de instrumentos para evaluar la calidad del servicio. 

En particular, los Ecaes se proponen evaluar el nivel de competencias desarrolladas por los estudiantes de último año de los programas de formación profesional y servir como fuente de información a las instituciones de educación superior acerca de sus fortalezas y debilidades como proyecto educativo y a la sociedad en general sobre el nivel de competencias que ofrecen las diferentes instituciones. 

La información que arrojan los Ecaes permite la construcción de indicadores de evaluación del servicio, la cualificación de procesos institucionales, formulación de políticas y la toma de decisiones. Uno de los aspectos más interesantes de esta prueba es la controversia que genera definir qué se debe evaluar y qué puede esperar la sociedad de un profesional de un área específica
.

Evaluar por competencias resulta complejo, máxime en un examen de estado, siguiendo lo propuesto por Sladogna
 "las competencias son capacidades complejas que poseen distintos grados de integración y se manifiestan en una gran variedad de situaciones en los diferentes ámbitos de la vida humana personal y social. Son expresiones de los diferentes grados de desarrollo personal y de participación activa en los procesos sociales." Agrega que toda competencia es una síntesis de las experiencias que el sujeto ha logrado construir en el marco de su entorno vital amplio, pasado y presente. 

Desde esta perspectiva, una evaluación basada en competencias debe estar enmarcada en un proceso formativo, ya que la esencia de la evaluación es comprender lo que sucede en los procesos de aprendizaje, lo cual va más allá de la simple comprobación de que el estudiante ha adquirido determinados saberes. Tal vez de esto proceda la confusión de los docentes en el momento de diseñar las preguntas y elegir las temáticas a ser evaluadas para los Ecaes. 
Sin profundizar en los diferentes mecanismos puestos en juego para la consolidación de estándares que permitan dar cuenta de la calidad educativa  y  el diseño de modelos educativos que respondan por un aprendizaje basado en competencias, es indispensable preguntarnos por el concepto de calidad, que subyace no sólo a estos sino al tema que nos ocupa, lo cual no es tan sencillo en virtud de la complejidad que la comprensión del concepto encierra y del sinnúmero de determinantes que la afectan; unos dependientes de las condiciones internas de las instituciones; otros, relacionados estrechamente con el contexto en que ellas se encuentran.

El concepto aplicado a la educación hace referencia a la síntesis de las características que permiten reconocer en una institución qué tanto se corresponde lo que la institución ofrece y los óptimos que se esperan de una institución con determinadas características.

En este sentido, las instituciones de educación superior están invitadas a revisarse y adecuarse a las demandas y tendencias del siglo XXI, lo cual implica revisar  tanto  sus fines y objetivos como  los procesos y estrategias que pone en juego para dar cumplimiento a  sus funciones educativas.  
La calidad es un compromiso que tiene que introducirse en los escenarios y actores de la educación superior; esto implica, renovar el papel de las comunidades educativas e integrar los desarrollos metodológicos y tecnológicos.  Porque, aunque el sistema educativo es y seguirá siendo el mediador entre los saberes y el aprendizaje de los alumnos, las formas y vehículos de transmisión no pueden permanecer estáticos ante los nuevos lenguajes, soportes y vías que proporcionan las tecnologías de la información y la comunicación. 

Dado lo anterior, es importancia equilibrar a la concepción pedagógica que debe apoyar la información que circula a través de estos medios y el uso de los mismos en la educación; pues aunque se ha prestado gran atención al uso de los medios tecnológicos, se ha hecho mucho menos hincapié en la naturaleza del proceso de comunicación y en el papel de la tecnología que le sirve de apoyo, como señala San Martín (1994, p. 67)  "la decisión didáctica sobre los medios a utilizar no se hace tanto en función de su modernizada y presumible eficacia, como de la adecuación a las metas educativas previstas"
.

Con este panorama y en el marco del debate sobre control y autonomía, se requiere una postura intermedia que implique la asunción de responsabilidades por parte de los diferentes estamentos que conforman el Sistema de Educación Superior, esto quiere decir, que la institución oferente del servicio educativo, aunque posea un grado de autonomía (grado que depende de su carácter jurídico), debe ser funcional a los mercados laborales, rendir cuentas de su quehacer y hacerse responsable por las funciones que la sociedad le ha delegado. 

Por otra parte, el Estado deberá asumir que la problemática educativa del país no se soluciona simplemente con la expedición de normas y el ejercicio de un control que, en gran parte, desconoce la realidad social del país y las particularidades institucionales.

Unificar criterios, medir la calidad de los profesionales, homologar conocimientos, permitir la movilidad en el sistema educativo son postulados interesantes y viables en el propósito de cualificar el sistema educativo superior, pero se sabe que esta no es una formula mágica sino va unida a un cambio cultural que involucre otros ámbitos: Políticas gubernamentales en torno a una mayor inversión en educación, mayor compromiso de las instituciones para incorporarse a un sistema de evaluación, que si bien respeta la autonomía universitaria, no puede desconocer la responsabilidad frente a aspectos básicos a los cuales debe dar respuesta el sistema educativo superior y lo más importante, una toma de conciencia por parte de los actores involucrados en el proceso: funcionarios del estado, directivos, docentes, estudiantes y la comunidad educativa en general.

El cambio es resultado de un proceso cultural que requiere la desestabilización de la situación existente, visto así podríamos pensar que en este momento estamos en el núcleo de la crisis y que el sistema de aseguramiento de la calidad, específicamente de los Ecaes, es el motor de este cambio, de ser así, podemos vislumbrar un nuevo camino que requiere del compromiso de todos y del establecimiento de un acuerdo en torno a los modelos educativos a seguir, buscando coherencia entre estos y los sistemas de evaluación que el estado implementa para medir la calidad de la educación.

Pues lo que se percibe en la actualidad, es que se legisla sobre las condiciones que deben cumplir las diferentes instituciones para dar garantía de su calidad, se establecen los conocimientos por los que deben dar cuenta los estudiantes, se realizan reuniones que convocan a la comunidad universitaria, se invita a participar de unos exámenes de Estado para  medir la calidad de la educación superior pero querámoslo o no, se genera un caos al interior de las instituciones y del sistema educativo en general.

Las instituciones inician una carrera contra el tiempo para suplir las deficiencias que consideran tienen sus estudiantes, se programan cursos de nivelación, se diseñan simulaciones y la vida universitaria gira en torno a la preparación para los Ecaes, los estudiantes algunos tranquilos y otros nerviosos asumen que deben enfrentarse una vez más a los tan temidos exámenes de Estado, sin tener claro qué "deben saber", "ser" o "hacer". 

Se habla de modelos educativos por competencias, de formación integral, de formación para el ejercicio profesional, pero se miden conocimientos, y no es que se este en contra de la apropiación de contenidos básicos para el ejercicio profesional sino de un sistema educativo tan incoherente como el actual, donde formar sigue supeditado a informar y donde la legislación y la norma se convierten en un sinsentido que hay que cumplir.

La intención con que surgen los procesos de acreditación y aseguramiento de la calidad son loables, y se sabe que pretenden no sólo cualificar sino permitir la incorporación del sistema educativo nacional a las tendencias mundiales, sabemos también de la preocupación de nuestras instituciones educativas por mejorar permanentemente su oferta y entregar a la sociedad profesionales bien formados y excelentes seres humanos, pero algo está fallando en el proceso, tal vez lo esencial esté dando paso a lo circunstancial y no se ha realizado una reflexión profunda, en torno a aspectos como: las condiciones laborales de la gran mayoría de nuestros docentes en el país, las limitadas posibilidades de acceso a la formación postgradual y a la cultura en general; las mismas condiciones económicas de las universidades públicas a las que día a día se les obliga a ser "más rentables" en términos financieros y las de las universidades privadas a las cuales el mismo esquema social las ha inscrito en una lucha por la oferta y la demanda, no en términos académicos sino económicos.

La dificultad en el acceso a la educación superior y la categorización de las mismas instituciones siguen fomentando la brecha entre ricos y pobres, los primeros formados para el liderazgo y el gobierno y los segundos para el desempeño de labores técnicas. No se pretende desconocer la necesidad que tiene la sociedad de perfiles diversos para el desarrollo económico del país, pero no es aceptable que la cultura y el pensamiento sea un legado para unos pocos. 

Posiblemente, el Sistema de Aseguramiento de la Calidad, conformado por el Ministerio de Educación Nacional, el Consejo Nacional de Educación Superior,  CESU, La comisión Intersectorial para el aseguramiento de la Calidad de la calidad de la educación Superior, Conaces, el Consejo Nacional de Acreditación, CNA, el Instituto Colombiano para el fomento de la Educación Superior, ICFES, y las diferentes instituciones educativas, puedan generar dinámicas distintas que logren garantizar la calidad de las instituciones y de los profesionales egresados; superando obstáculos históricos como: exceso de medidas de control, baja calidad en la oferta educativa y en la concepción de las instituciones frente a su quehacer educativo, inequidad en el acceso a la educación superior y excesiva oferta de programas que en nada promueven el desarrollo del país y por el contrario agravan el problema de desempleo.

En este sentido, las políticas gubernamentales  y el diseño de instrumentos para evaluar tanto a las instituciones como a los estudiantes deben ir más allá de la mera vigilancia y el control, pues de nada sirve medir la calidad de las instituciones o los profesionales en términos de resultados si desconocemos el proceso y las condiciones en que se forman; pues como afirma Jacques Delors "Si queremos cumplir con lo que exige la época, tendremos que dar muestra de creatividad, de valentía y de una firme voluntad de introducir cambios reales y de estar a la altura de las tareas que nos esperan".
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